Impacto de la globalización y seguridad jurídica.
Documento de sustentación..

Parece evidente que no hay una sola definición de qué es la globalización, ni se puede precisar una fecha para el inicio de este fenómeno, pero sí se pueden identificar múltiples signos del mismo que ciertamente tienen consecuencias en el mundo jurídico y concretamente en la seguridad jurídica.

En todo caso son fenómenos propios de la globalización el creciente intercambio comercial en todo el orbe, el tráfico de personas, el desarrollo de las telecomunicaciones y la generación de un complejo entramado jurídico tanto bilateral como multilateral.

En el derecho internacional es claro que si bien los Estados siguen siendo los actores principales, se dan actos jurídicos que involucran incluso a los individuos y, además de que han aparecido un número importante de organizaciones multilaterales, también se han creado espacios supranacionales. Todos estos hechos son signos evidentes de la globalización.

También son signos de la globalización algunos de los problemas concretos que se plantean en la esfera del derecho tales como la delincuencia transnacional o la celebración de contratos por vía electrónica sin que exista todavía en buena medida una legislación uniforme que los regule.

A título de ejemplo se pueden tener presentes los siguientes problemas:

Las fuentes del derecho.- El derecho aplicable por los tribunales puede estar expuesto cada vez más a tener un componente de derecho extranjero. Los campos reglamentados por tratados internacionales pueden tener una incidencia directa en conflictos planteados por particulares, ya sea en litigios entre sí o frente al Estado. Estos son temas que se abordan desde la perspectiva de las normas de conflictos de leyes o de recepción del derecho internacional en el orden jurídico interno, pero es un hecho que cada vez hay más ámbitos jurídicos que son susceptibles de haber sido abordados en una fuente internacional, lo que plantea un problema especifico en la capacitación de los jueces para que conozcan las fuentes internacionales  del derecho.

El desarrollo de una justicia internacional.- Están en funcionamiento distintos mecanismos que colocan sub júdice a los Estados Nacionales, tales como la Corte Interamericana de Derechos Humanos, de la que la mayoría de los Estados presentes en esta reunión han aceptado su competencia. La exequibilidad de sus resoluciones plantea problemas específicos que en general no han sido suficientemente analizados ni mucho menos normados. Por ejemplo, concretamente, se llega a plantear el hecho de que decisiones judiciales que han causado estado tengan que quedar sin efecto.


En el ámbito de la justicia internacional es ya una realidad la Corte Penal Internacional, que coloca al individuo en un nuevo plano del derecho internacional. También existen paneles para la resolución de controversias comerciales cuyas decisiones tienen potencialmente efectos en los particulares en el ámbito nacional.

En el derecho penal existe una amplia gama de normas aplicables a la extradición, a la cooperación judicial y a la ejecución de sentencias penales, incluyendo en muchos países la repatriación de reos. Sin embargo en muchos casos se percibe la falta de legislaciones nacionales que sean suficientes para aplicar muchas de estas normas con suficiente eficacia.

Es también cierto que muchos de estos problemas se han venido abordando en la región desde hace varias décadas, pero también han surgido nuevas formas de cooperación que incluyen el intercambio de opiniones para la formulación de políticas públicas comunes o para la conceptuación de problemas en un afán de tener visiones compartidas. También, sin embargo, como un fenómeno propio de la globalización, se observa que hay una tendencia a imponer soluciones únicas a problemas que pueden ser comunes o generales pero cuya complejidad a nivel nacional no siempre permite la misma solución. Así, por ejemplo, ante los problemas de la eficacia de la justicia, hay quienes sostienen que la única solución posible es el establecimiento de juicios orales, sin tomar en cuenta cargas de trabajo, infraestructura de la administración de justicia u otros elementos. Y se establecen paradigmas de solución de problemas sin tener presente la diversidad de situaciones específicas.

En este contexto el problema de la seguridad jurídica estriba principalmente en saber de antemano cuál es la norma aplicable ante el conflicto y quién es la autoridad responsable de su aplicación. Para que haya seguridad jurídica consecuentemente se requiere que las normas que se pretenden aplicar en la solución de los conflictos que plantea la globalización, incluyendo la cooperación judicial, estén claramente insertas en los órdenes jurídicos nacionales para que no haya dudas sobre su jerarquía normativa. Tal vez éste sea el principal reto que la globalización plantea en el ámbito legal.

La reunión que nos convoca estos días es acaso un ejemplo más de los fenómenos propios de la globalización. En efecto, hasta hace pocos años era impensable que los jueces de diversas naciones se reunieran más allá de conferencias de carácter científico o en todo caso gremial. La mera revisión de los trabajos efectuados durante poco más de diez años da una idea de los muchos temas de interés común para los poderes judiciales. Sin embargo, en el marco del debate de la seguridad jurídica, acaso resulte conveniente plantearse cuál es el alcance de las resoluciones que se adoptan en estos foros, y en particular si  las mismas pueden llegar a incidir en el ámbito jurídico de los gobernados. Al mismo tiempo debe tenerse presente que sí hay un paradigma, generalmente aceptado que tiene que ver con la seguridad jurídica y con la función judicial. Dicho paradigma es el de la independencia de los poderes judiciales que tiene que ser salvaguardado a toda costa, justamente porque es esencial para la seguridad jurídica de los ciudadanos en un régimen democrático de derecho.

En el mundo globalizado es aconsejable que ante la vorágine normativa que a veces tiene su origen en foros internacionales se escuche la opinión de los jueces en los temas que les afectan. Los jueces no son legisladores y consecuentemente no participan en las negociaciones internacionales conducentes a tratados que corresponden a los poderes ejecutivos y a los parlamentos, pero sí deben velar por la independencia de la función judicial y pueden opinar oportunamente sobre aquellas políticas públicas que deban ser adoptadas para mantener la integridad, la eficacia y la independencia del poder judicial.




























































